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RES2021___________ 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

Panel VII 
 

 
ZAIRA ENID DÍAZ FIGUEROA 

 

Recurrida 
 
 

v. 
 

 
EDWIN JAVIER SEDA PÉREZ 

 

Peticionario 
 

 
 
 
 
 
KLCE202100019 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de San 
Juan 
 
 
Civil Núm.:  
K DI2006-1825 (701) 
 
 
Sobre: Divorcio 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón 

 
Santiago Calderón, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor Edwin 

Seda Pérez (señor Seda Pérez o peticionario) mediante el recurso de 

certiorari de epígrafe y nos solicita la revocación de la Resolución1 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 25 

de noviembre de 2020 y notificada el 4 de diciembre de 2020. 

Mediante el aludido dictamen, el foro a quo declaró que:  los gastos 

de la universidad del menor no cubiertos por beca o ayuda, serán 

cubiertos por ambos padres al 50% hasta la consideración y 

determinación final de la pensión alimentaria2.   

Por considerar que el TPI actuó dentro del marco de su 

discreción, denegamos expedir el auto de certiorari solicitado.  

I. 

Los hechos que dan inicio al recurso de autos son los que en 

adelante se esbozan. El 19 de agosto de 2020, mediante el método de 

video conferencia, se celebró vista sobre revisión de pensión 

alimentaria y, las partes acordaron voluntariamente lo siguiente: 

 
1 Véase, Apéndice 1 de la Apelación. 
2 Íd, página 1. 
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• El padre alimentante proveerá una Pensión 
Alimentaria Provisional, para beneficio del menor 
habido entre las partes de la siguiente manera: El 
demandado continuará pagando $245.00 semanales 
que está dispuesto de pensión alimentaria desde el 
año 2006, es decir $1,061.66 mensuales. 

• Adicional, como Pensión Alimentaria Provisional, el 
padre pagará el total de $6,152.00 que es el balance 
que queda del primer trimestre de la universidad del 
menor en Estados Unidos, directamente al 
proveedor. 

• El padre pagará el 68% y la madre el 32 % del gasto 
médico extraordinario no cubierto por el plan médico 
en Estados Unidos.  

• Los padres acordaron que en este momento se 
comprarían los pasajes del menor por la línea área 
escogida, Delta Airlines, por las medidas de 
seguridad que está proveyendo en el vuelo directo. 
Los pasajes se dividirán en responsabilidad, padre 
68% y madre 32%, comenzando con el de agosto de 
2020 que adquirió el de ida, la madre (P.R.-E.U.) y le 
enviará el costo al padre para su reembolso. 

• La madre provee el plan médico. En Estados Unidos, 
el plan médico sólo cubre en emergencias y la 
universidad no está proveyendo cubierta por la 
situación del COVID 19, por lo que, se dividirá entre 
los padres el costo del gasto médico extraordinario a 
68% el padre y 32% la madre. 

• La pensión alimentaria será depositada en cuenta 
bancaria de la demandante como lo ha estado 
realizando. 

• No se está computando deuda o crédito de la Pensión 
Alimentaria en este momento. 

• Se señala vista final mediante el método de 
videoconferencia para el 29 de octubre de 2020 a la 
1:30 p.m., fecha hábil en el calendario de todas las 
partes, quedando citadas para la vista. 

• La prueba a utilizarse en la vista será marcada, 
según nuestra orden, y se presentará al tribunal en o 

antes del 19 de octubre de 2020.  

 

El 3 de septiembre de 2020, el TPI emitió Resolución3 

aprobando el Informe de Estipulación de Pensión Alimentaria 

Provisional4 e hizo suyas las determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho5 incluidas en el mismo. El 22 de septiembre 

de 2020, el peticionario presentó una Moción en Auxilio al Tribunal en 

Solicitud de Intervención sobre Interferencia con el Derecho de Patria 

 
3 Véase, Apéndice 2 del Certiorari, a la página 2.  
4 Véase, Apéndice 3 del Certiorari, a la página 4. 
5 Íd.  
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Potestad y Reconsideración a Resolución de Pensión Alimentaria6. El 

22 de octubre de 2020, el Señor Seda Pérez presentó Moción en 

Solicitud que se dé por sometida Moción en Auxilio al Tribunal en 

Solicitud de Intervención sobre Interferencia con el Derecho de Patria 

Potestad y Reconsideración a Resolución de Pensión Alimentaria7. El 

25 de noviembre de 2020, el TPI emite Resolución8 en la cual 

modifica la Resolución previa del 3 de septiembre de 2020, en 

específico, la proporción de responsabilidades del pago del gasto por 

estudio universitario. 

II.  
 

El recurso de certiorari “es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un 

error de derecho cometido por un tribunal inferior”. Pueblo v. Colón, 

149 DPR 630, 637 (1999). Este es el recurso utilizado “para revisar 

tanto errores de derecho procesal como sustantivo”. Íd. En nuestro 

ordenamiento procesal civil, en lo pertinente, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R.52.1 dispone lo 

siguiente:  

[…]  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 
de carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 
el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 
o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. 
Al denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos 
casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 
su decisión. 

 
6 Véase, Apéndice 4 del Certiorari.  
7 Véase, Apéndice 5 del Certiorari. 
8 Véase, Apéndice 1 del Certiorari. 
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Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 

el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el recurso de 

apelación que se interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto 

en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales. 

La norma establecida es que el asunto que se nos plantee en el 

auto de certiorari debe tener cabida bajo alguna de las materias 

reconocidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, toda vez 

que esta regla enumera taxativamente bajo que materias, solamente, 

se podrá expedir el auto de certiorari. Se ha reiterado que las partes 

deben abstenerse de presentar recursos de certiorari para revisar 

órdenes o resoluciones interlocutorias sobre materias que no están 

especificadas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. En estos 

casos, en los cuales la materia no está comprendida dentro de la 

regla, el tribunal revisor debe negarse a expedir el auto de certiorari 

automáticamente. Ante la denegatoria de una moción de 

desestimación, el presente recurso tiene cabida bajo las materias 

comprendidas por la referida regla. 

Por consiguiente, debemos realizar un análisis dual para 

determinar si se expide o no un recurso de certiorari. Este examen 

consta de una parte objetiva y otra parte subjetiva. En primer lugar, 

debemos analizar si la materia contenida en el recurso de certiorari 

tiene cabida dentro de una de las materias específicas establecidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Es norma reiterada 

que las partes deben abstenerse de presentar recursos de certiorari 

para revisar órdenes o resoluciones interlocutorias sobre materias 

que no están especificadas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra. En estos casos, en los cuales la materia no está comprendida 

dentro de la regla, el tribunal revisor debe negarse a expedir el auto 

de certiorari automáticamente. 

En segundo lugar, debemos analizar si bajo la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones que nos concede discreción 
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para autorizar la expedición y adjudicación en los méritos del auto de 

certiorari. A esos fines, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que 

debemos tomar en consideración para determinar si expedimos o no 

un auto de certiorari. Éstos son:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema. 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia. 

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 

De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la 

etapa del procedimiento en que es presentada, a los fines de 

determinar si es la más apropiada para intervenir y no ocasionar un 

fraccionamiento indebido [o] una dilación injustificada del litigio”9. 

Recordemos que la discreción judicial “no se da en un vacío ni en 

ausencia de otros parámetros”, sino que como Tribunal revisor 

debemos ceñirnos a los criterios antes señalados. Si luego de evaluar 

los referidos criterios, decidimos no expedir el recurso, podemos 

fundamentar nuestra determinación, pero no tenemos la obligación 

de así hacerlo.  

Los foros apelativos no debemos intervenir con las 

determinaciones de los tribunales de instancia, “salvo que se 

 
9 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 
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demuestre que hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal 

actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

sustantivo, y que [la] intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial”10. Por último, es pertinente enfatizar que se ha resuelto 

que el denegar la expedición de un auto de certiorari no constituye 

una adjudicación en los méritos, sino que “es corolario del ejercicio 

de la facultad discrecional del foro apelativo intermedio para no 

intervenir a destiempo con el trámite pautado por el foro de 

instancia11.  

III.  

En el presente caso, el peticionario recurre ante nosotros de 

una Resolución del 25 de noviembre de 2020, emitida por el TPI en la 

cual se concedió una pensión alimentaria provisional a favor del 

menor para estudios universitarios para gastos no cubiertos por beca 

o ayuda. Arguye que la elección de la Universidad Sawanah College of 

Arts & Designers en Estados Unidos, no le fue consultada ni tampoco 

se le informo los gastos que tenía que incurrir. Se opone a la 

determinación de la pensión alimentaria provisional. 

 Al examinar detenidamente el recurso ante nosotros vemos 

que el peticionario llego a una estipulación durante la vista de 

revisión de pensión alimentaria, libre y voluntariamente Cabe 

destacar que dicho Informe recogen los acuerdos avalados por las 

pares incluyendo la fijación de la pensión alimentaria provisional 

para los gastos de la universidad. El foro a quo determinó establecer 

la pensión alimentaria provisional, acogiendo el Informe de la 

examinadora de pensiones alimentarias, la cual recoge el acuerdo 

voluntario entre las partes sobre los gastos universitarios del menor. 

Entendemos que el TPI no abuso de su discreción.  

 
10 Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 
11 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 98.  
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Según expuesto, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, 

nos faculta la revisión de resoluciones dictadas por el TPI, a manera 

de excepción, si estas versan sobre asuntos de relaciones de familia. 

Sin embargo, es preciso recalcar que nuestra discreción no se ejerce 

en el vacío. La Regla 40 de Procedimiento Civil, supra, establece los 

criterios para nosotros determinar si debemos ejercer nuestra 

facultad discrecional. Evaluado el recurso de certiorari aquí 

presentado junto a la Resolución emitida por el TPI, bajo los criterios 

de la Regla 40 de Procedimiento Civil, supra, somos del criterio que 

debemos denegar la expedición de un auto de certiorari en esta etapa 

de los procedimientos.  

IV.  

Por lo antes expuesto, nos abstenemos de ejercer nuestra 

jurisdicción revisora y denegamos la expedición del auto de certiorari.  

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


